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DERECHO DE PETICIÓN / PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES / LA RESPUESTA DEBE SER CLARA, COMPLETA, DE FONDO Y CONGRUENTE. “[E]sta Sala observa que si es bien el INPEC le contestó la petición a la señora Evelia Vélez Moreno a raíz de la acción de tutela interpuesta en contra de esa entidad, también lo es que los certificados de información laboral contenidas en los formatos Nos. 1, 2 y 3  no es muy clara, toda vez que su impresión no es nítida, lo que le impide a la peticionaria verificar con seguridad los valores pagados con el fin de que la misma pueda solicitar su derecho de pensión de sobrevivientes. (…) Ahora bien, es necesario precisar que el derecho de petición es una garantía constitucional que permite a los ciudadanos, por una parte, presentar solicitudes respetuosas a las autoridades públicas, y en ciertos casos, también a organizaciones privadas, y por otra, les otorga el derecho a obtener una respuesta oportuna, clara, completa, de fondo y congruente en relación con lo pedido. Estos cinco elementos, ha resaltado la jurisprudencia de la Corte Constitucional, constituyen su núcleo esencial. Por lo tanto, todo funcionario, al dar respuesta a un derecho de petición, debe tener en cuenta los elementos del núcleo esencial a partir del cual se materializa el derecho fundamental invocado por la actora. Se resalta que no cualquier comunicación es suficiente para dar por cumplida la obligación constitucional. En tal virtud, aplicado el precedente jurisprudencial la Sala observa que la contestación a la petición de la demandante si bien es de fondo, la misma no es clara. Como consecuencia de lo acabado de verificar, este Tribunal revocará la sentencia de primer grado y en tal sentido, tutelará el derecho fundamental de petición a la señora Evelia Vélez Moreno.”.
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
[image: image1.png]




TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL
     M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, doce (12) de  enero de dos mil diecisiete (2017)

Aprobado por Acta No.0003
Hora: 7:30 a.m.


1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la parte actora, doctor Óscar Darío Ríos Ospina apoderado judicial de la señora Evelia Vélez Moreno, en contra del fallo proferido el 9 de noviembre de 2016 por el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira, dentro de la acción de tutela en contra del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario - INPEC.
2. ANTECEDENTES
2.1. Informó el apoderado judicial Ríos Ospina que el 27 de julio de 2016 su mandante radicó un derecho de petición ante el  INPEC, mediante el cual solicitó la expedición del certificado para bono pensional en los formatos 1,2 y 3 correspondientes al señor Rogelio Valencia Valencia, quien en vida era su esposo, requerimiento del que no había recibido respuesta al momento de instaurar la presente acción de tutela.
Por lo anterior, solicitó el amparo del derecho de petición, y como consecuencia de ello, se ordenara al INPEC que resuelva de fondo el derecho de petición radicado el 27 de julio de 2016.
2.2.  Se tuvieron como pruebas las anexadas a folios 5 a 10.

RESPUESTA A LA DEMANDA DE TUTELA

3.1. INSTITUTO NACIONAL PENINTECIARIO Y CARCELARIO - INPEC
Informó que el 27 de octubre de 2016 la Subdirección de Talento Humano – Grupo de Seguridad Social de la entidad, dio respuesta a la señora Vélez Moreno, mediante correo electrónico, por lo que consideró la presente acción es improcedente, por ausencia de vulneración de derechos a la peticionaria. (Fls. 17 y 18).
Adjuntó copia del oficio 85109-SUTAH-GOSOC-19741 del 6 de septiembre de 2016, de los certificados de salarios mes a mes en formatos 1,2 y 3, así como del “pantallazo” de correo electrónico enviado a odriosabogado@hotmail.com el 26 de octubre de 2016 (Fls. 19-31). 
3.2. DIRECCIÓN REGIONAL VIEJO CALDAS INPEC  

Indicó que las Direcciones Regionales del INPEC no son competentes para expedir certificaciones sobre la historia laboral de sus funcionarios o ex funcionarios, sino que esa labor le corresponde a la Dirección General del INPEC.  Igualmente, puso de presente que una vez revisado el libro radicador de derechos de petición no se halló ingreso o recibido  por parte de la accionante, pues tal y como se desprende de la guía del servicio postal de ENVIA que adjuntó en el escrito de tutela, este fue enviado al INPEC Seccional Bogotá, recibido el día 27 de julio de 2016. 

De acuerdo a lo anterior consideró que esa Dirección no ha vulnerado derecho fundamental alguno a la señora Vélez Moreno, y por lo tanto carece de legitimación en la causa por pasiva para acceder a las pretensiones de la acción de tutela.  (Flio. 32-33)
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 9 de noviembre de 2016, el Juzgado 1º  Penal del Circuito Especializado de Pereira negó por hecho superado la acción de tutela interpuesta por la señora Evelia Vélez Moreno, toda vez que dentro del transcurso de la demanda de amparo, el INPEC había resuelto su pedimento (Fls. 35-37)
El anterior fallo fue notificado al abogado de la accionante, mediante correo electrónico del 11 de noviembre de 2016 (folio 38, vuelto).
5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

Mediante escrito del 17 de noviembre de 2016, el apoderado judicial de la señora Vélez Moreno impugnó el fallo de primer grado argumentando que no sólo el INPEC contestó la petición a su mandante luego de impetrada la acción constitucional, sino que la misma es totalmente ilegible, lo que imposibilita verificar la veracidad de dicha respuesta, máxime que no se puede realizar el estudio pensional para saber si la accionante tiene derecho o no a una pensión de sobreviviente, o en su defecto reclamar la indemnización sustitutiva, ya que la respuesta aportada es borrosa e imposible de descifrar y por lo tanto, consideró que no se dio cumplimiento a los supuestos fácticos mínimos   establecidos por la Corte Constitucional que se deben atender a la hora de responder derechos de petición como lo es el hecho de que la petición debe ser resuelta de fondo, de manera clara, oportuna, precisa y congruente con lo solicitado.
Por lo anterior, solicitó que se modifique el fallo en el sentido de ordenar al INPEC  que en el término improrrogable de cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación del mismo, proceda a remitir una respuesta legible y congruente con la petición que fue radicada el pasado 27 de julio de 2016 por la accionante. (Fls. 42-43)
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto

6.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación establecer si la decisión adoptada por el Juzgado Primero Penal del Circuito  Especializado de Pereira, mediante el cual resolvió no conceder el amparo de los derechos fundamentales al derecho de petición, invocados por la señora Evelia Vélez Moreno, por haberse presentado un hecho superado fue acorde a los preceptos legales y jurisprudenciales o si por el contrario hay lugar a revocar la sentencia, bajo lo argumentos expuestos por la parte impugnante.

6.3. Para arribar a cualquier conclusión, debe señalarse que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción sólo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.3.2. Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

6.3.3. En la Sentencia T-142 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.6”

6.3.4. Ahora bien, frente a los derechos que le asisten a los particulares cuanto presentan peticiones, el artículo 13 de la Ley 1755 de 2015 señala lo siguiente:

“Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma. (…)”
A su vez, el artículo 14º de dicha normatividad, reza: “Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones: 1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.    2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. (…)”
  

6.5.  DEL CASO EN CONCRETO

6.5.1. De conformidad con los argumentos del impugnante, esta Sala observa que si es bien el INPEC le contestó la petición a la señora Evelia Vélez Moreno a raíz de la acción de tutela interpuesta en contra de esa entidad, también lo es que los certificados de información laboral contenidas en los formatos Nos.1, 2 y 3  no es muy clara, toda vez que su impresión no es nítida, lo que le impide a la peticionaria verificar con seguridad los valores pagados con el fin de que la misma pueda solicitar su derecho de pensión de sobrevivientes.
6.5.2. n Con respecto a la historia laboral, la Corte Constitucional ha señalado que la misma “i) constituye un medio a través del cual es posible reclamar derechos de carácter prestacional que incluso pueden alcanzar el rango de fundamentales como el mínimo vital; (ii)  dada esta trascendental función y el carácter personal de la información en ella contenida, le son aplicables los alcances de la protección al derecho fundamental al hábeas data; (iii) las inexactitudes y falencias de la historia laboral pueden lesionar derechos fundamentales como el hábeas data , la seguridad social y el mínimo vital; (iv) las entidades encargadas del manejo de esta información deben garantizar a los ciudadanos en todo momento que la misma sea transparente, fiable, veraz y completa y, por último (v) no puede trasladarse a los ciudadanos las consecuencias del incorrecto manejo o recolección de la información por parte de las entidades, máxime si esta tiene consecuencias sobre la reivindicación de derechos fundamentales.” (Ver Sentencia T-603 de 2014)
6.5.5.  Ahora bien, es necesario precisar que el derecho de petición es una garantía constitucional que permite a los ciudadanos, por una parte, presentar solicitudes respetuosas a las autoridades públicas, y en ciertos casos, también a organizaciones privadas, y por otra, les otorga el derecho a obtener una respuesta oportuna, clara, completa, de fondo y congruente en relación con lo pedido. Estos cinco elementos, ha resaltado la jurisprudencia de la Corte Constitucional, constituyen su núcleo esencial
. Por lo tanto, todo funcionario, al dar respuesta a un derecho de petición, debe tener en cuenta los elementos del núcleo esencial a partir del cual se materializa el derecho fundamental invocado por la actora. Se resalta que no cualquier comunicación es suficiente para dar por cumplida la obligación constitucional. En tal virtud, aplicado el precedente jurisprudencial la Sala observa que la contestación a la petición de la demandante si bien es de fondo, la misma no es clara.
6.5.6.  Como consecuencia de lo acabado de verificar, este Tribunal revocará la sentencia de primer grado y en tal sentido, tutelará el derecho fundamental de petición a la señora Evelia Vélez Moreno.  Como consecuencia de la anterior declaración, se ordenará a la Subdirección de Talento Humano -  Coordinación del Grupo de Seguridad Social del INPEC que proceda a expedir nuevamente, de manera clara, completa y legible los certificados de salarios mes a mes para bono pensional en los formatos 1, 2 y 3 a nombre del señor  Rogelio Valencia Valencia, tal como lo solicitó el 27 de julio de 2016.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida el 9 de noviembre de 2016 por el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira, dentro de la acción de tutela presentada por la señora Evelia Vélez Moreno.
SEGUNDO: TUTELAR el derecho fundamental de petición a la señora Evelia Vélez Moreno.
TERCERO: ORDENAR  a la Subdirección de Talento Humano -  Coordinación del Grupo de Seguridad Social del INPEC que proceda a expedir nuevamente,  de manera clara, completa y legible los certificados de salarios mes a mes para bono pensional en los formatos 1, 2 y 3 a nombre del señor  Rogelio Valencia Valencia, tal como lo solicitó señora Evelia Vélez Moreno el 27 de julio de 2016.
CUARTO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ 

Secretaria

� M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero 





� Cfr. Sentencia T-692 de 2 de octubre 2009.





Página 6 de 7

